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Novedades más relevantes que afectan a los entes que integran la 

Administración local del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el 

que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 

económico para hacer frente al COVID-19 (BOE del 01/04/2020). 

(Selección de los preceptos o parte de estos que afectan a las entidades locales) 

 

Artículo 20. Aplicación del artículo 3 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 

a las Entidades Locales. 

A los efectos de la aplicación del último párrafo del artículo 3 del Real Decreto-ley 

8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al 

impacto económico y social del COVID-19, el importe que podrá destinar cada 

entidad local al gasto al que se refiere dicho precepto será, como máximo, 

equivalente al 20% del saldo positivo definido en la letra c) del apartado 2 de la 

disposición adicional sexta de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 

Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. 

Para la aplicación del superávit a la política de gasto 23 en los términos regulados 

en el artículo 1 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, la modificación 

presupuestaria de crédito extraordinario para habilitar crédito o de suplemento de 

créditos que deba aprobarse, se tramitará por decreto o resolución del Presidente 

de la corporación local sin que le sean de aplicación las normas sobre reclamación y 

publicidad de los presupuestos a que se refiere el artículo 169 del texto refundido 

de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. 

Tales decretos o resoluciones serán objeto de convalidación en el primer Pleno 

posterior que se celebre, exigiéndose para ello el voto favorable de una mayoría 

simple y la posterior publicación en el Boletín Oficial correspondiente. 
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La falta de convalidación plenaria no tendrá efectos anulatorios ni suspensivos del 

decreto aprobado, sin perjuicio de la posibilidad de acudir a la vía de la reclamación 

económico-administrativa, para lo que el cómputo de plazos se producirá a partir 

de la fecha de publicación del acuerdo plenario. 

Para el seguimiento por el órgano competente del Ministerio de Hacienda, las 

Entidades Locales deberán remitir cumplimentado el formulario recogido en el 

Anexo III de este real decreto-ley. Esta obligación de remisión de información se 

establece en desarrollo del principio de transparencia reconocido en la Ley Orgánica 

2/2012, de 27 de abril, por lo que deberá atenderse centralizando dicha remisión a 

través de la intervención o unidad que ejerza sus funciones. 

La información será remitida por medios electrónicos a través de los modelos 

normalizados y sistema que el Ministerio de Hacienda habilite al efecto, y mediante 

firma electrónica avanzada basada en un certificado reconocido, de acuerdo con la 

Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica, salvo en aquellos casos en 

los que el Ministerio de Hacienda considere que no es necesaria su utilización. 

Se habilita a dicho órgano del Ministerio de Hacienda para dictar las resoluciones 

que sean necesarias para la aplicación de este precepto y para el establecimiento 

de plazos, períodos y procedimiento de remisión. 

El incumplimiento de las obligaciones de suministro de información, tanto en lo 

referido a los plazos establecidos, el correcto contenido e idoneidad de los datos o 

el modo de envío derivados de las disposiciones de este real decreto-ley podrá 

llevar aparejada la imposición de las medidas previstas en los artículos 20 y 

siguientes de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, previo requerimiento a la 

Corporación Local para su cumplimiento en un plazo de 10 días hábiles. Sin 

perjuicio de la posible responsabilidad personal que corresponda, el Ministerio de 

Hacienda podrá dar publicidad a los requerimientos efectuados o al incumplimiento 

de los mismos. 

El Ministerio de Hacienda podrá difundir o publicar la información remitida en virtud 

del presente real decreto-ley con el alcance, contenido y metodología que 

determine. 

 

Artículo 51. Refuerzo de las obligaciones de suministro de información económico- 

financiera. 

Las Corporaciones Locales suministrarán al Ministerio de Hacienda, con la 

periodicidad que este determine, la información económico-financiera que se 

requiera sobre los efectos derivados de las actuaciones acometidas en relación con 



el COVID-19 así como toda la información que resulte necesaria para el 

cumplimiento de las disposiciones previstas en este real decreto-ley o para atender 

cualquier otro requerimiento de información exigido por la normativa o 

instituciones, tanto comunitarias como internacionales. 

En concreto, sin perjuicio de otra información económico-financiera que se 

determine o de posteriores modificaciones que se adopten al respecto, se remitirá  

la información recogida en los Anexos II y III con periodicidad trimestral. 

La remisión de la información económico-financiera de cada Corporación Local 

prevista en este real decreto-ley se centralizará a través de la intervención o unidad 

que ejerza sus funciones. 

 

Artículo 53. Suspensión de plazos en el ámbito tributario de las Comunidades 

Autónomas y de las Entidades Locales.  

Lo dispuesto en el artículo 33 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 

medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 

del COVID-19, será de aplicación a las actuaciones, trámites y procedimientos que 

se rijan por lo establecido en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 

Tributaria, y sus reglamentos desarrollo y que sean realizados y tramitados por las 

Administraciones tributarias de las Entidades Locales, siendo asimismo aplicable a 

las actuaciones, trámites y procedimientos que se rijan por el texto refundido de la 

Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 

2/2004, de 5 de marzo.  

Disposición transitoria quinta. Aplicación de determinadas medidas del real decreto-

ley.  

Lo dispuesto en el artículo 53 de este real decreto-ley, será de aplicación a los 

procedimientos cuya tramitación se hubiere iniciado con anterioridad a la entrada 

en vigor del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo.  

 

Artículo 54. Medidas en materia de subvenciones y ayudas públicas.  

En los procedimientos de concesión de subvenciones, las órdenes y resoluciones de 

convocatoria y concesión de subvenciones y ayudas públicas previstas en el artículo 

22.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, que ya 

hubieran sido otorgadas en el momento de la entrada en vigor del Real Decreto 

463/2020 podrán ser modificadas para ampliar los plazos de ejecución de la 

actividad subvencionada y, en su caso, de justificación y comprobación de dicha 



ejecución, aunque no se hubiera contemplado en las correspondientes bases 

reguladores.  

 

Disposición adicional octava. Ampliación del plazo para recurrir.  

El cómputo del plazo para interponer recursos en vía administrativa o para instar 

cualesquiera otros procedimientos de impugnación, reclamación, conciliación, 

mediación y arbitraje que los sustituyan de acuerdo con lo previsto en las Leyes, en 

cualquier procedimiento del que puedan derivarse efectos desfavorables o de 

gravamen para el interesado, se computará desde el día hábil siguiente a la fecha 

de finalización de la declaración del estado de alarma, con independencia del 

tiempo que hubiera transcurrido desde la notificación de la actuación administrativa 

objeto de recurso o impugnación con anterioridad a la declaración del estado de 

alarma. Lo anterior se entiende sin perjuicio de la eficacia y ejecutividad del acto 

administrativo objeto de recurso o impugnación.  

En particular, en el ámbito tributario, desde la entrada en vigor del Real Decreto 

463/2020 de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 

gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, hasta el 30 

de abril de 2020, el plazo para interponer recursos de reposición o reclamaciones 

económico administrativas que se rijan por la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 

General Tributaria, y sus reglamentos de desarrollo empezará a contarse desde el 

30 de abril de 2020 y se aplicará tanto en los supuestos donde se hubiera iniciado 

el plazo para recurrir de un mes a contar desde el día siguiente a la notificación del 

acto o resolución impugnada y no hubiese finalizado el citado plazo el 13 de marzo 

de 2020, como en los supuestos donde no se hubiere notificado todavía el acto 

administrativo o resolución objeto de recurso o reclamación. Idéntica medida será 

aplicable a los recursos de reposición y reclamaciones que, en el ámbito tributario, 

se regulan en el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 

aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.  

 

Disposición adicional novena. Aplicación del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 

marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 

económico y social del COVID-19 a determinados procedimientos y actos.  

El período comprendido desde la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 

14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la 

situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, hasta el 30 de abril de 



2020 no computará a efectos de la duración máxima del plazo para la ejecución de 

las resoluciones de órganos económico-administrativos.  

Desde la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que 

se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 

ocasionada por el COVID-19, hasta el 30 de abril de 2020 quedan suspendidos los 

plazos de prescripción y caducidad de cualesquiera acciones y derechos 

contemplados en la normativa tributaria.  

Lo previsto en los apartados anteriores será de aplicación a los procedimientos, 

actuaciones y trámites que se rijan por lo establecido en la Ley 58/2003, de 17 de 

diciembre, General Tributaria, y sus reglamentos desarrollo y que sean realizados y 

tramitados por las Entidades Locales, así los que se rijan por el texto refundido de 

la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 

2/2004, de 5 de marzo.  

Lo previsto en el artículo 33 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 

medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 

del COVID-19, para las deudas tributarias, resultará de aplicación a los demás 

recursos de naturaleza pública.  

 

Disposición adicional décima. Ampliación plazos aplicables a los pagos a justificar.  

Los plazos previstos en el artículo 79.4 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 

General Presupuestaria, para la rendición de cuentas justificativas que venzan 

durante el periodo de duración del estado de alarma o transcurran en parte dentro 

de dicho periodo, dispondrán de un plazo adicional de un mes para su rendición, y 

en todo caso hasta transcurrido un mes desde la finalización del estado de alarma.  

 

Disposición adicional decimoctava. Colaboración de empleadas y empleados 

públicos.  

Las empleadas y empleados públicos en servicio activo que soliciten colaborar tanto 

en el ámbito de su administración de origen como en cualquier otra administración, 

en las áreas de carácter sanitario, sociosanitario, de empleo, para la protección de 

colectivos vulnerables y aquellas otras que requieran un refuerzo en materia de 

personal como consecuencia de la situación provocada por el COVID-19, seguirán 

devengando sus retribuciones por el organismo de origen, no suponiendo 

modificación de su situación administrativa o contrato de trabajo mientras dure la 

declaración de Estado de alarma.  



La prestación del servicio se podrá llevar a cabo tanto de manera presencial como a 

través de modalidades no presenciales de trabajo, previa autorización de su 

superior jerárquico y comunicación al órgano competente en materia de personal.  

 

Disposición adicional decimonovena. Agilización procesal.  

Una vez que se haya dejado sin efecto la declaración del estado de alarma y de las 

prórrogas del mismo que, en su caso, se hayan acordado el Gobierno, a propuesta 

del Ministerio de Justicia, aprobará a la mayor brevedad posible y en todo caso en 

el plazo máximo de 15 días, un Plan de Actuación para agilizar la actividad judicial 

en los órdenes jurisdiccionales social y contencioso-administrativo así como en el 

ámbito de los Juzgados de lo mercantil con la finalidad de contribuir al objetivo de 

una rápida recuperación económica tras la superación de la crisis.  

 

Disposición final primera. Modificación del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 

marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 

económico y social del COVID-19.  

Diez. Se modifican con efectos desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 

8/2020, de 17 de marzo el apartado 1, el cuarto párrafo del apartado 3, el apartado 

6, y se añaden dos nuevos apartados 7 y 8 del artículo 34 quedando redactados 

como sigue:  

«1. Los contratos públicos de servicios y de suministros de prestación sucesiva, 

vigentes a la entrada en vigor de este real decreto-ley, celebrados por las entidades 

pertenecientes al Sector Público, en el sentido definido en el artículo 3 de la Ley 

9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 

transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo 

y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, cuya ejecución 

devenga imposible como consecuencia del COVID-19 o las medidas adoptadas por 

el Estado, las comunidades autónomas o la Administración local para combatirlo, 

quedarán suspendidos total o parcialmente desde que se produjera la situación de 

hecho que impide su prestación y hasta que dicha prestación pueda reanudarse. A 

estos efectos, se entenderá que la prestación puede reanudarse cuando, habiendo 

cesado las circunstancias o medidas que la vinieran impidiendo, el órgano de 

contratación notificara al contratista el fin de la suspensión.  

Cuando con arreglo a lo dispuesto en el párrafo anterior, la ejecución de un 

contrato público quedará totalmente en suspenso, la entidad adjudicadora deberá 

abonar al contratista los daños y perjuicios efectivamente sufridos por éste durante 



el periodo de suspensión, previa solicitud y acreditación fehaciente de su realidad, 

efectividad y cuantía por el contratista. Los daños y perjuicios por los que el 

contratista podrá ser indemnizado serán únicamente los siguientes:  

1.º Los gastos salariales que efectivamente hubiera abonado el contratista al 

personal que figurara adscrito con fecha 14 de marzo de 2020 a la ejecución 

ordinaria del contrato, durante el período de suspensión.  

2.º Los gastos por mantenimiento de la garantía definitiva, relativos al período de 

suspensión del contrato.  

3.º Los gastos de alquileres o costes de mantenimiento de maquinaria, 

instalaciones y equipos relativos al periodo de suspensión del contrato, adscritos 

directamente a la ejecución del contrato, siempre que el contratista acredite que 

estos medios no pudieron ser empleados para otros fines distintos durante la 

suspensión del contrato.  

4.º Los gastos correspondientes a las pólizas de seguro previstas en el pliego y 

vinculadas al objeto del contrato que hayan sido suscritas por el contratista y estén 

vigentes en el momento de la suspensión del contrato.  

En caso de suspensión parcial, los daños y perjuicios a abonar serán los 

correspondientes conforme al presente apartado de este artículo a la parte del 

contrato suspendida.  

La aplicación de lo dispuesto en este apartado solo procederá cuando el órgano de 

contratación, a instancia del contratista y en el plazo de cinco días naturales 

hubiera apreciado la imposibilidad de ejecución del contrato como consecuencia de 

la situación descrita en su primer párrafo. Con esta finalidad el contratista deberá 

dirigir su solicitud al órgano de contratación reflejando: las razones por las que la  

ejecución del contrato ha devenido imposible; el personal, las dependencias, los 

vehículos, la maquinaria, las instalaciones y los equipos adscritos a la ejecución del 

contrato en ese momento; y los motivos que imposibilitan el empleo por el 

contratista de los medios citados en otro contrato. Las circunstancias que se 

pongan de manifiesto en la solicitud podrán ser objeto de posterior comprobación. 

Transcurrido el plazo indicado sin notificarse la resolución expresa al contratista, 

esta deberá entenderse desestimatoria.  

No obstante, en caso de que entre el personal que figurara adscrito al contrato a 

que se refiere el punto 1.o de este apartado se encuentre personal afectado por el 

permiso retribuido recuperable previsto en el Real Decreto Ley 10/2020, de 29 de 

marzo, el abono por la entidad adjudicadora de los correspondientes gastos 

salariales no tendrá el carácter de indemnización sino de abono a cuenta por la 



parte correspondiente a las horas que sean objeto de recuperación en los términos 

del artículo tres del mencionado Real Decreto Ley, a tener en cuenta en la 

liquidación final del contrato.  

No resultará de aplicación a las suspensiones a que se refiere el presente artículo lo 

dispuesto en el apartado 2.a) del artículo 208 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre; 

ni tampoco lo dispuesto en el artículo 220 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 

14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos 

del Sector Público.  

Además, en aquellos contratos públicos de servicios y de suministros de prestación 

sucesiva, cuando al vencimiento de un contrato no se hubiera formalizado el nuevo 

contrato que garantice la continuidad de la prestación como consecuencia de la 

paralización de los procedimientos de contratación derivada de lo dispuesto en el 

Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 

para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID- 19, y no 

pudiera formalizarse el correspondiente nuevo contrato, podrá aplicarse lo previsto 

en el último párrafo del artículo 29.4 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 

Contratos del Sector Público, con independencia de la fecha de publicación de la 

licitación de dicho nuevo expediente.  

La suspensión de los contratos del sector público con arreglo a este artículo no 

constituirá en ningún caso una causa de resolución de los mismos.»  

«3. (...) En aquellos contratos en los que, de acuerdo con el «programa de 

desarrollo de los trabajos o plan de obra» estuviese prevista la finalización de su 

plazo de ejecución entre el 14 de marzo, fecha de inicio del estado de alarma, y 

durante el período que dure el mismo, y como consecuencia de la situación de 

hecho creada por el COVID-19 o las medidas adoptadas por el Estado no pueda 

tener lugar la entrega de la obra, el contratista podrá solicitar una prórroga en el 

plazo de entrega final siempre y cuando ofrezca el cumplimiento de sus 

compromisos pendientes si se le amplía el plazo inicial, debiendo cumplimentar la 

correspondiente solicitud justificativa.»  

«6. Lo previsto en los apartados anteriores de este artículo, con excepción de lo 

previsto en el penúltimo párrafo del apartado 1, no será de aplicación en ningún 

caso a los siguientes contratos:  

a) Contratos de servicios o suministro sanitario, farmacéutico o de otra índole, cuyo 

objeto esté vinculado con la crisis sanitaria provocada por el COVID-19.  

b) Contratos de servicios de seguridad, limpieza o de mantenimiento de sistemas 

informáticos.  



No obstante, en el caso de los contratos de servicios de seguridad y limpieza, sí 

será posible su suspensión total o parcial, en los términos establecidos en el 

apartado 1 de este artículo, y a instancia del contratista o de oficio, si como 

consecuencia de las medidas adoptadas por el Estado, las Comunidades Autónomas 

o la Administración local para combatir el COVID 19, alguno o algunos de sus 

edificios o instalaciones públicas quedaran cerrados total o parcialmente deviniendo 

imposible que el contratista preste la totalidad o parte de los servicios contratados. 

En el supuesto de suspensión parcial, el contrato quedará parcialmente suspendido 

en lo que respecta a la prestación de los servicios vinculados a los edificios o 

instalaciones públicas cerradas total o parcialmente, desde la fecha en que el 

edificio o instalación pública o parte de los mismos quede cerrada y hasta que la 

misma se reabra. A estos efectos, el órgano de contratación le notificará al 

contratista los servicios de seguridad y limpieza que deban mantenerse en cada 

uno de los edificios. Asimismo, deberá comunicarle, la fecha de reapertura total del 

edificio o instalación pública o parte de los mismos para que el contratista proceda 

a restablecer el servicio en los términos pactados.  

c) Contratos de servicios o suministro necesarios para garantizar la movilidad y la 

seguridad de las infraestructuras y servicios de transporte.  

d) Contratos adjudicados por aquellas entidades públicas que coticen en mercados 

oficiales y no obtengan ingresos de los Presupuestos Generales del Estado. El 

régimen previsto en este artículo se entiende sin perjuicio de las medidas que 

pueda adoptar el Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, como 

autoridad competente designada en el artículo 4 del Real Decreto 463/2020, de 14 

de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación 

de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, para garantizar las prestaciones 

necesarias en orden a la protección de personas, bienes y lugares. Dichas medidas 

podrán implicar, entre otras, una modificación de los supuestos en los que procede 

la suspensión de los contratos.  

7. A los efectos de este artículo sólo tendrán la consideración de «contratos 

públicos» aquellos contratos que con arreglo a sus pliegos estén sujetos a: la Ley 

9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 

transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo 

y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014; o al Real 

Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto 

refundido de la Ley de Contratos del Sector Público; o a la Ley 31/2007, de 30 de 

octubre, sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, 

los transportes y los servicios postales; o Libro I del Real Decreto-ley 3/2020, de 4 



de febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al ordenamiento jurídico 

español diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito de la contratación 

pública en determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos de 

pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales; o a la Ley 24/2011, de 1 de 

agosto, de contratos del sector público en los ámbitos de la defensa y de la 

seguridad.  

8. A los efectos de lo señalado en el presente artículo, los gastos salariales a los 

que en él se hace alusión incluirán los relativos a las cotizaciones a la Seguridad 

Social que correspondieran.»  

Diecisiete. Se modifica la disposición final décima, que queda redactada de la 

siguiente manera:  

«1. Con carácter general, las medidas previstas en el presente real decreto-ley 

mantendrán su vigencia hasta un mes después del fin de la vigencia de la 

declaración del estado de alarma. No obstante, lo anterior, aquellas medidas 

previstas en este real decreto-ley que tienen un plazo determinado de duración se 

sujetarán al mismo.  

Sin perjuicio de lo anterior la vigencia de las medidas previstas en este real 

decreto-ley, previa evaluación de la situación, se podrá prorrogar por el Gobierno 

mediante real decreto-ley.»  

 

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora 

de las bases del régimen local.  

Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 46 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 

Reguladora de las Bases del Régimen Local, con la siguiente redacción:  

«3. En todo caso, cuando concurran situaciones excepcionales de fuerza mayor, de 

grave riesgo colectivo, o catástrofes públicas que impidan o dificulten de manera 

desproporcionada el normal funcionamiento del régimen presencial de las sesiones 

de los órganos colegiados de las Entidades Locales, estos podrán, apreciada la 

concurrencia de la situación descrita por el Alcalde o Presidente o quien 

válidamente les sustituya al efecto de la convocatoria de acuerdo con la normativa 

vigente, constituirse, celebrar sesiones y adoptar acuerdos a distancia por medios 

electrónicos y telemáticos, siempre que sus miembros participantes se encuentren 

en territorio español y quede acreditada su identidad. Asimismo, se deberá 

asegurar la comunicación entre ellos en tiempo real durante la sesión, 

disponiéndose los medios necesarios para garantizar el carácter público o secreto 

de las mismas según proceda legalmente en cada caso.  



A los efectos anteriores, se consideran medios electrónicos válidos las 

audioconferencias, videoconferencias, u otros sistemas tecnológicos o audiovisuales 

que garanticen adecuadamente la seguridad tecnológica, la efectiva participación 

política de sus miembros, la validez del debate y votación de los acuerdos que se 

adopten»  

 
 

Granada a 1 de abril de 2020 

LA DIPUTADA DELEGADA DE ASISTENCIA A MUNICIPIOS 

  

Fdo.: María Ángeles Blanco López 
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